

SENTENCIA NÚMERO: DOSCIENTOS CINCUENTA Y OCHO
En la ciudad de Córdoba, a los nueve días del mes de diciembre de dos mil quince, siendo las doce y treinta horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "PRIMA S.A. (PRIMERA RED INTERACTIVA DE MEDIOS ARGENTINOS S.A.) C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD" (Expte. N° 1437587), con motivo del recurso de casación interpuesto por la parte actora, fijándose las siguientes cuestiones a resolver:
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

1.- A fojas 534/542vta., la parte actora interpone recurso de casación en contra de la Sentencia Número Sesenta y seis dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el diecinueve de junio de dos mil trece (fs. 483/518vta.), mediante la cual se resolvió: "I.- Rechazar la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por la firma "PRIMA S.A." en contra de la Municipalidad de Córdoba, en cuanto pretende la nulidad de las Resoluciones N° 1872/04 y N° 1914/05 de la Dirección General de Recursos Tributarios y del Decreto N° 298/06 del Intendente Municipal, que la declararan obligada al pago de la Contribución que incide sobre la Actividad Comercial, Industrial y de Servicios, con sus respectivos intereses, correspondiente a los períodos fiscales cuestionados (2002/1 al 6). II.- Hacer lugar parcialmente a la demanda, declarando la nulidad de los actos impugnados en cuanto aplican a la firma actora multa por Omisión Fiscal. III.- Por el resultado del juicio, estimo que las costas deben imponerse en un 70% a la actora y en un 30% a la demandada, difiriéndose la regulación de honorarios...".

2.- En aquella Sede el procedimiento se cumplió con la intervención de la parte demandada, quien a fojas 545/550vta. evacuó el traslado corrido a fojas 543, solicitando por las razones allí expresadas se rechace el recurso de casación, con costas.

3.- Concedido por el Tribunal a quo a través del Auto Número Cuatrocientos sesenta y uno del doce de diciembre de dos mil trece (fs. 557/558vta.), se elevaron los autos a esta Sede (fs. 560) y se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 562), expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto por el rechazo del recurso (Dictamen N° C.A. 191 de fecha 07 de abril de 2014, fs. 563/572).

4.- El decreto de autos se dictó a fojas 573, el que firme (fs. 574/574vta. y 577), deja la causa en estado de ser resuelta.

5.- Los agravios del recurso de casación, desarrollados con fundamento en el inciso 1) del artículo 383 del Código Procesal Civil y Comercial por violación al principio de congruencia, de fundamentación lógica y legal y a las formas y solemnidades prescriptas para el procedimiento y la sentencia, admiten el siguiente compendio:

5.1.- Ausencia de referencia a la Resolución 27/2007.
Denuncia que la sentencia recurrida omite toda referencia a la Resolución Número 27/2007 dictado por la Comisión Arbitral que dejó sin efecto la Resolución Número 1354/05 emanada de la Dirección de Recursos Tributarios de la Municipalidad de Córdoba.
Alega que resulta contradictorio que la Juzgadora entienda que las disposiciones de la Comisión Arbitral no son oponibles a la Municipalidad de Córdoba y luego se sirva de las que avalan su decisión final.

5.2.- Obligatoriedad de las disposiciones del Convenio Multilateral.

Señala que resulta contradictorio sostener la aplicación técnica de las disposiciones del Convenio Multilateral y, luego, desconocer la autoridad de los pronunciamientos del organismo técnico especializado creado por la norma.

Expresa que una decisión judicial no puede sostener que la interpretación de las disposiciones del Convenio Multilateral es de propia competencia del Municipio y desconocer la autoridad de los pronunciamientos del organismo técnico especializado.

Manifiesta que ni la Municipalidad de Córdoba ni el Poder Judicial pueden desconocer la obligación a la que fue sometido el Municipio por Ley Número 6119, sin previa declaración de inconstitucionalidad. 
Deriva que la demandada está obligada a acatar las disposiciones de la Comisión Arbitral por la competencia expresa que le otorga el Convenio Multilateral y la ley provincial de adhesión. Cita jurisprudencia.
5.3.- Las resoluciones de la Comisión Arbitral no sustentan la posición de la sentencia.
Arguye que la falta de fundamentación lógica y legal de la sentencia queda evidenciada en la orfandad de argumentos en que pretende motivarse.

Entiende que las resoluciones de la Comisión Arbitral en las que se sustenta el fallo recurrido reafirman la competencia del organismo para entender en cuestiones relativas a la distribución de ingresos y la aplicación del artículo 35 del Convenio a los Municipios.

5.4.- La vigencia de la Resolución General 112/2006 de la Comisión Arbitral.

Se agravia que el Tribunal aclare que no efectúa una aplicación retroactiva de la Resolución General Número 112/2006 de la Comisión Arbitral cuando lo resuelto está en sintonía con el pronunciamiento resistido.

Agrega que ello se contrapone con la Resolución Número 27/2007 de la Comisión Arbitral recaída en el caso concreto y con la Resolución General Número 106/2004 vigente hasta el año dos mil seis.
5.5.- La suspensión del procedimiento.

Indica que la sentencia no hizo referencia a la suspensión del procedimiento que corresponde por aplicación del artículo 243 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de aplicación supletoria conforme lo dispone el reglamento de procedimiento ante la Comisión Arbitral.

5.6.- La violación a la Ley de Coparticipación Federal.

Afirma que existe una violación del compromiso asumido por la Provincia de Córdoba respecto de la Ley de Coparticipación, porque se permite que la Municipalidad capitalina exija una tasa en contraposición a lo admitido por el Convenio Multilateral.

Mantiene la reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).

6.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta oportunamente, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimada a tal efecto (arts. 45 del C.P.C.A. y 385 y 386 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

7.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito hizo lugar parcialmente a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción deducida por PRIMA S.A. en contra de la Municipalidad de Córdoba y, en consecuencia, declaró la legitimidad parcial de las Resoluciones Número 1872/04 de fecha quince de octubre de dos mil cuatro (fs. 72/76) y Número 1914 del veintitrés de agosto de dos mil cinco (fs. 82/85), dictadas por la Dirección General de Recursos Tributarios y el Decreto Número 298 del diez de febrero de dos mil seis (fs. 87/90), emitido por el Departamento Ejecutivo Municipal, sólo en cuanto declaró a la contribuyente obligada al pago de la Contribución que incide sobre la Actividad Comercial, Industrial y de Servicios respecto a los períodos fiscales impugnados en autos -2002/01 a 06-, por un monto de Pesos Veintidós mil doscientos tres con setenta y dos centavos ($ 22.203,72) con más sus intereses y recargos. 
Además hizo lugar parcialmente a la demanda declarando la nulidad de la multa por omisión fiscal aplicada, atento la existencia de una causal exculpatoria.
Para así decidir, la Cámara a quo, remitiéndose al fallo de la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación recaído en la causa análoga "Prima S.A. (Primera Red Interactiva de Medios Argentinos S.A) c/ Municipalidad de Córdoba - Plena Jurisdicción" (Sent. Nro. 113 de fecha 03 de septiembre de 2012), sostuvo que no se acreditó en el caso, el supuesto exceso en que incurriría la Municipalidad de Córdoba con la imposición de montos mínimos en relación al artículo 35 del Convenio Multilateral, lo que deja intacta la presunción de legitimidad de los actos administrativos atacados. Agregó que se encuentran indemnes las normas de armonización del régimen impositivo provincial y nacional.

Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo la actora en los términos que precedentemente se han sintetizado, los que encuadran en el motivo formal de casación (inciso b) artículo 45, Ley Nro. 7182).

8.- Como es sabido el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia, por motivos de derecho específicamente previstos por nuestro ordenamiento procesal (art. 45, C.P.C.A.), que debe contener una fundamentación autónoma en la cual se brinden los "argumentos sustentadores de cada motivo" (art. 385, inc. 1) del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

A fin de cumplir dicho recaudo, el recurrente debe impugnar idóneamente los elementos que sustentan el fallo, explicando sobre la base de los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción que le atribuye, cuál es  su influencia en el dispositivo y cómo y porqué éste debe variar. La crítica aludida "debe ser completa", pues si omite referirse a elementos esgrimidos en el fallo que sean capaces de sustentarlo, el recurso será improcedente (cfr. de la Rúa, Fernando, El Recurso de Casación, Editor Víctor P. de Zavalía, Bs. As. 1968, pág. 464).
9.- Para discernir los planteos formulados por la actora, corresponde repasar la doctrina sentada en autos "TELECOM PERSONAL S.A. C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Sent. Nro. 107/2013), según la cual importa a quien alega la demostración que la imposición de montos mínimos acarrea en el caso concreto, la efectiva violación al límite impuesto por el artículo 35 del Convenio Multilateral.
10.- OBLIGACIÓN DEL MUNICIPIO DE OBSERVAR EL CONVENIO MULTILATERAL
10.1.- Es menester recordar que a través de reiterados pronunciamientos emanados de la Sala Contencioso Administrativa (cfr. Sentencias Nro. 206/1999 "Banca Nazionale del Lavoro S.A. ...", Nro. 217/2000 "Frigorífico Tinnacher S.A. ...", Nro. 8/2001 "Fleischmann Argentina Incorporated...", Nro. 163/2001 "Kodak Argentina S.A.I.C. ...", Nro. 205/2001 "Pelikan Argentina S.A. ...", Nro. 113/2002 "Bristol-Myers Squibb Argentina S.A. ...", Nro. 69/2003 "Instituto Sidus I.C.S.A. ...", Nro. 8/2004 "Bristol-Myers Squibb Argentina S.A. ...", Nro. 12/2005 "Laboratorios Amstrong S.A.C.I y F. ...", Nro. 27/2005 "Productos Roche S.A.Q. e I. ...", Nro. 126/2008 "Aeropuertos 2000 S.A. ..." entre otras) como así también de la Sala Civil y Comercial ("Municipalidad de Pampayasta Sud c/ Eduardo Zheiri...", Sent. Nro. 119/2000), se ha consolidado la posición de este Tribunal respecto del fundamento constitucional de la autonomía municipal y la potestad tributaria de los Municipios.

La Constitución de la Provincia de Córdoba de 1987 establece en el artículo 180 que "Esta Constitución reconoce la existencia del Municipio como una comunidad natural fundada en la convivencia y asegura el régimen municipal basado en su autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional. Los Municipios son independientes de todo otro poder en el ejercicio de sus atribuciones, conforme a esta Constitución y las leyes que en consecuencia se dicten".
El artículo 186 al reglar los aspectos relativos a la competencia material, establece que "Son funciones, atribuciones y finalidades inherentes a la competencia municipal: ... 3. Crear, determinar y percibir los recursos económico-financieros, confeccionar presupuestos, realizar la inversión de recursos y el control de los mismos...".
El artículo 188 regula lo atinente a los "recursos" y establece que "Las Municipalidades disponen de los siguientes: 1. Impuestos municipales establecidos en la jurisdicción respectiva, que respeten los principios constitucionales de la tributación y armonización con el régimen impositivo provincial y federal. 2. Los precios públicos municipales, tasas, derechos, patentes, contribuciones por mejoras, multas y todo ingreso de capital originado por actos de disposición, administración o explotación de su patrimonio...".

El artículo 71 de la Constitución Provincial, incorporado en el Título Segundo sobre "Políticas Especiales del Estado", Capítulo Cuarto "Economía y Finanzas", preceptúa que "El sistema tributario y las cargas públicas se fundamentan en los principios de legalidad, equidad, capacidad contributiva, uniformidad, simplicidad y certeza. El Estado Provincial y los Municipios establecen sistemas de cooperación, administración y fiscalización conjunta de los gravámenes...".

De la exégesis gramatical de las cláusulas constitucionales transcriptas, surge de manera explícita e indubitable la voluntad del Constituyente provincial de 1987, de conferir a los Municipios el carácter de autónomos, lo que en el aspecto económico y financiero se traduce en la atribución de potestades tributarias originarias en el ámbito de actuación de cada uno de ellos, con la limitación sustancial que surge de la última parte del artículo 188 inciso 1), que impone una vinculación positiva de tales potestades, a los principios constitucionales que rigen en materia de tributación y a la armonización con el régimen emergente del ejercicio de idéntica potestad por parte de la Provincia y del Estado Federal.

10.2.- Conforme a esta base constitucional, la Carta Orgánica Municipal de la Ciudad de Córdoba dispone en su artículo 2 que "El pueblo de la Ciudad de Córdoba dicta esta Carta Orgánica en ejercicio de la autonomía en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero".

Según lo señaló oportunamente el Convencional Salazar, la autonomía municipal supone el ejercicio de cinco atribuciones "...la autonormatividad constituyente, o sea, la capacidad de dictarse su propia carta orgánica; la capacidad para elegir sus propias autoridades; la autarquía económica necesaria para cumplir con sus fines y la facultad de legislación, ejecución y jurisdicción en materias propias..." ("Diario de Sesiones", pág. 218).

Por su parte, el Convencional Ávalos sostuvo que "La autonomía en materia de recursos es la clave de la independencia de una autoridad pública, en un sistema de división de poderes y con mayor razón de aquellas que de modo más inmediato es reflejo de la soberanía popular..." ("Diario de Sesiones", pág. 1236).
Esencialmente vinculada con el concepto de autonomía se presenta la adopción de la política fiscal, acerca de la cual dispone el artículo 45 de la citada Carta Orgánica al establecer que "El sistema tributario y las cargas públicas municipales se fundamentan en los principios de legalidad, equidad, capacidad contributiva, uniformidad, simplicidad y certeza.

Procura la armonización con el régimen impositivo provincial y federal, sin vulnerar la autonomía municipal.

El Municipio establece con la Provincia sistemas de cooperación, administración y fiscalización coordinada de los gravámenes.
Pueden fijarse estructuras progresivas de alícuotas, exenciones y otras disposiciones tendientes a graduar la carga fiscal para lograr el desarrollo económico y social de la comunidad.
Ninguna Ordenanza puede disminuir el monto de los gravámenes, una vez que hayan vencido los términos generales para su pago en beneficio de morosos o evasores de las obligaciones tributarias".
El repaso del debate suscitado en el seno de la Convención Municipal Constituyente, con motivo de la sanción del artículo transcripto, ilustra acerca del alcance con que fue concebido el sistema tributario municipal.

Al respecto, es dable señalar que no hubo disenso en lo referido a la prioridad política de armonizar el régimen Municipal con los regímenes impositivos Provincial y Federal, establecer modos de cooperación, administración y fiscalización coordinada de los gravámenes y fijar formas de graduar la carga fiscal, no obstante lo cual, existieron diferentes posturas sobre los principios rectores en la materia.

De lo expuesto se infiere que, el Constituyente municipal, ponderó la importancia de la autonomía local y la armonización que debe procurarse entre la Provincia y la Nación al momento de dictar las normas que fijan y regulan los tributos exigibles en el ejido de la ciudad de Córdoba, plasmando en el texto de la Carta Orgánica los principios generales y las pautas básicas necesarias para concretar el fin institucional debatido.

Es explícita la atribución de una potestad tributaria originaria del Municipio que le permite contar entre sus recursos a los "impuestos municipales", a las "tasas" y "contribuciones", entre otros, conformando así la típica trilogía del derecho tributario. Esta declaración lleva ínsito el reconocimiento de una potestad tributaria a favor de los Municipios que -reitero- debe adecuarse a los postulados constitucionales que rigen esa materia, a lo que se añade la exigencia sustancial de armonización con los regímenes impositivos provincial y federal.

10.3.- Este deber de armonización de la potestad tributaria municipal con el régimen impositivo provincial y federal (art. 188 inc. 1, Const. Pcial.) tiene que ser analizado desde una doble perspectiva que presenta el ejercicio de potestades tributarias de fuente directamente constitucional por parte del Estado Federal, de las Provincias y de los Municipios autónomos, lo que genera relaciones de coordinación vertical, entre las distintas jurisdicciones, y de coordinación horizontal en orden a la base de imposición y distribución de la materia imponible por las distintas esferas de gobierno y su proporcionada distribución.


La Ley de Coparticipación Federal -Ley 23.548- que adquiere la jerarquía normativa propia de las "leyes-convenio", y que persigue una coordinación vertical entre las distintas jurisdicciones, a la cual adhirió la Provincia de Córdoba, importa la obligación asumida por el Estado Provincial por sí y por los Municipios de su jurisdicción, a no aplicar gravámenes análogos a los tributos nacionales, cuyo producido se distribuye entre las Provincias, las que, a su vez, se comprometen a distribuir una parte entre los municipios (vid. BULIT GOÑI, Enrique G., "Autonomía o autarquía de los municipios", L.L. 1989-C-1064).


Ese marco de cobertura se complementa con el Convenio Multilateral de 1977, al que adhirió la Provincia de Córdoba mediante Ley 6119, el que referido al Impuesto a los Ingresos Brutos, se estructura a partir de una coordinación horizontal de la potestad tributaria, y cuyo artículo 35 "...condiciona a los municipios de las provincias en dos sentidos: uno, que sus gravámenes que recaigan también sobre ingresos brutos no podrán afectar en conjunto más que el total de los ingresos gravables por la provincia misma, y otro, que la distribución entre ellos de esa base imponible común, habrá de hacerse según los mismos principios que el convenio tiene..." (autor cit., pág. 1064).
El Convenio Multilateral tiene por finalidad no solamente subsanar el inconveniente de la doble o múltiple imposición, sino que también, propende a la armonización y coordinación del ejercicio de poderes fiscales autónomos, con el objeto de lograr uno de los principios más importantes de la imposición en el Estado Federal, esto es, que el solo hecho de desarrollar actividades que trasciendan los límites de una de las jurisdicciones políticas en que se divide el país, no debe acarrear al contribuyente mayores gravámenes de los que tendría que soportar si toda su actividad se desarrollara en una sola jurisdicción (JARACH, Dino, Finanzas públicas y derecho tributario, Ed. Abeledo-Perrot, Bs. As. 1996, pág. 832).

En orden a esta normativa, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha recordado "…que el Convenio Multilateral forma parte del derecho público local (arg. doctrina de Fallos: 316:324 y 327; y sentencia del Tribunal en autos "Papel Misionero S.A.I.F.C. H, Fallos: 332: 1007), carácter que resulta extensivo, en principio, al resultado de la actividad desplegada por los organismos encargados de su aplicación -Comisión Arbitral y Comisión Plenaria- a través del dictado de resoluciones que establecen el alcance de las cláusulas del citado convenio, sean éstas generales interpretativas o dictadas con motivo de los casos concretos sometidos a su consideración (arts. 24, incs. a y b, 25 Y 17, inc. e, del convenio citado)…" (C.S.J.N., "Frigorífico de Aves Soychu SAICFI c. Municipalidad de Gualeguay" 14 de mayo de 2013).

10.4.- El artículo 35 del Convenio Multilateral preceptúa que "En el caso de actividades objeto del presente convenio, las municipalidades, comunas y otros entes locales similares de las jurisdicciones adheridas, podrán gravar en concepto de impuestos, tasas, derechos de inspección o cualquier otro tributo cuya aplicación les sea permitida por las leyes locales sobre los comercios, industrias o actividades ejercidas en el respectivo ámbito jurisdiccional, únicamente la parte de ingresos brutos atribuibles a dichos fiscos adheridos, como resultado de la aplicación de las normas del presente convenio.
La distribución de dicho monto imponible entre las jurisdicciones citadas se hará con arreglo a las disposiciones previstas en este convenio si no existiere un acuerdo interjurisdiccional que reemplace la citada distribución en cada jurisdicción provincial adherida.

Cuando las normas legales vigentes en las municipalidades, comunas y otros entes locales similares de las jurisdicciones adheridas sólo permitan la percepción de los tributos en aquellos casos en que exista local, establecimiento u oficina donde se desarrolle la actividad gravada, las jurisdicciones referidas en las que el contribuyente posea la correspondiente habilitación, podrán gravar en conjunto el ciento por ciento (100 %) del monto imponible atribuible al fisco provincial.

Las disposiciones de este artículo no comprometen a las jurisdicciones respecto a las cuales controvierta disposiciones constitucionales".
El primer párrafo del artículo precedentemente transcripto, habilita a los Municipios a gravar en concepto de tributos municipales, únicamente la parte de ingresos brutos correspondientes a la provincia en la que está asentado el Municipio. El ejercicio de la actividad productora de los ingresos gravados en forma parcial entre varias jurisdicciones, provoca la necesidad de delimitar el derecho de cada fisco sobre una parte de los ingresos brutos, que resulte proporcionada al volumen de actividad desplegada en el ámbito jurisdiccional del Municipio de que se trata.

Si, como acontece en la actualidad, no hay un acuerdo inter-municipal que, de manera análoga a lo dispuesto en el Convenio Multilateral, establezca la forma de distribuir los ingresos totales entre los distintos Municipios de una misma Provincia, tal distribución deberá llevarse a cabo de conformidad a las directrices del mentado Convenio (art. 35, segundo párrafo).

Sin embargo, no debe soslayarse que se trata de una normativa que es anterior a los procesos de reformas constitucionales que, primero en las Provincias, y con posterioridad en la Nación, consagraron el principio de autonomía municipal, atribuyéndoles a los Municipios una serie de competencias materiales cuyo cumplimiento es posible en la medida que cuenten con los recursos esenciales. De allí que toda interpretación de sus preceptos, debe efectuarse en el marco normativo más amplio que conforma dicho bloque de constitucionalidad.

Tal circunstancia, torna necesario distinguir lo que es la potestad de los municipios de establecer tributos -impuestos, tasas o contribuciones- en ejercicio de potestades tributarias originarias, de lo que constituye una necesidad de armonización y coordinación de dicho ejercicio con iguales potestades de la Nación y de las Provincias, que tienen su concreción en los regímenes de coparticipación federal, provincial y en los Pactos Fiscales de las distintas jurisdicciones.

11.- ESTABLECIMIENTO DE MONTOS MÍNIMOS.
11.1.- Es preciso señalar que del escrito inicial surge que la actora, al evacuar la vista y formular el descargo correspondiente en Sede Administrativa, aceptó la auditoría fiscal efectuada respecto de los años 1998 a 2001, tanto en el aspecto formal como en el sustancial, en orden a la Contribución que incide sobre la Actividad Comercial, Industrial y de Servicios. Su demanda sólo se dirige en contra de la determinación pretendida para el año 2002                   -periodos 01 a 06- que se efectuó en base a la aplicación de un monto mínimo por abonado (fs. 11vta.).

El Código Tributario Municipal -según texto Ordenanza Nro. 10.363 B.M. 19/01/2001- establecía en el artículo 231 que "EL ejercicio de cualquier actividad comercial, industrial, de servicios, u otra a título oneroso, y todo hecho o acción destinado a promoverla, difundirla, incentivarla o exhibirla de algún modo, está sujeto al pago del tributo establecido en el presente Título, conforme a las alícuotas, adicionales, importes fijos, índices y mínimos que establezca la Ordenanza Tarifaria Anual, en virtud de los servicios municipales de contralor, salubridad, higiene, asistencia social, desarrollo de la economía y cualquier otro no retribuido por un tributo especial, pero que tienda al bienestar general de la población. Estarán gravadas las actividades desarrolladas en sitios pertenecientes a jurisdicción federal o provincial enclavados dentro del ejido municipal.".
Por su parte, el artículo 232 disponía que "Cuando cualesquiera de las actividades que menciona el artículo anterior se desarrolle en más de una jurisdicción, ya sea que el contribuyente tenga su sede central o una sucursal en la Ciudad de Córdoba, u opere en ella mediante terceras personas –intermediarios, corredores, comisionistas, mandatarios, viajantes, consignatarios u otros, con o sin relación de dependencia-, e incurra en cualquier tipo de gasto en la jurisdicción municipal, la base imponible del tributo asignable a la Municipalidad de Córdoba se determinará mediante la distribución del total de los ingresos brutos del contribuyente de conformidad con las normas técnicas del Convenio Multilateral del 18/08/77, independientemente de la existencia del local habilitado. Serán de aplicación, en lo pertinente, los regímenes especiales previstos por el mencionado Convenio." (énfasis agregado).

En tanto, el artículo 236 se refería al importe tributario en los siguientes términos: "La cuantía de la obligación tributaria se determinará por cualquiera de los siguientes criterios:

1) Por la aplicación de una alícuota sobre el monto de los ingresos brutos correspondientes al período fiscal concluido, salvo disposición en contrario;

2) Por un importe fijo;

3) Por aplicación combinada de lo establecido en los dos incisos anteriores.

4) Por cualquier otro índice que consulte las particularidades de determinadas actividades y se adopte como medida del hecho imponible.

5) En ningún caso la obligación resultante podrá ser inferior a los mínimos que fije la Ordenanza Tarifaria Anual.".

Finalmente, el artículo 273 disponía que "LOS contribuyentes deberán presentar sus declaraciones juradas y abonar los importes tributarios resultantes, en la forma y plazos que fije la Ordenanza Tarifaria Anual.

Los contribuyentes tributarán por aplicación de la alícuota sobre los ingresos brutos, o el mínimo o importe fijo que establezca la Ordenanza Tarifaria Anual, lo que resulte mayor.

Sin perjuicio de ello, los contribuyentes deberán presentar una declaración jurada informativa anual.".
La Ordenanza Tarifaria Anual Número 10.477 correspondiente al año dos mil dos estableció la alícuota a aplicar al rubro 73117 Correo electrónico - Provisión de servicios de internet, en un diez por mil (10%0) con un mínimo mensual por abonado o conectado de Pesos Uno con veinte centavos ($ 1,20).

11.2.- La modalidad establecida en las normas tributarias municipales implica que el contribuyente, en primer lugar debe aplicar la alícuota correspondiente sobre la base imponible y luego, comparar el monto resultante con lo obtenido de multiplicar el valor de Pesos Uno con veinte centavos ($ 1,20) por cada abonado y tomar como base el que resulte mayor. Ello denota claramente que estamos en presencia de la imposición de montos mínimos, aun cuando para su cálculo subsidiariamente se recurra a un monto fijo por cantidad de abonados.
11.3.- El marco legal reseñado debe completarse con las disposiciones del Convenio Multilateral que, como se expresó precedentemente, tiene como objetivo evitar la doble imposición local, mediante la atribución de bases a cada una de las jurisdicciones en las cuales el contribuyente desarrolla sus actividades.

En el ámbito municipal, el artículo 35 del Convenio Multilateral -aplicable cuando se toma como base imponible a los ingresos brutos de los contribuyentes- establece límites mediante la fijación de un tope insuperable de distribución de dichos ingresos. 

Tal tope consiste en que el conjunto de municipalidades de una provincia no podrá gravar más ingresos que los atribuidos a ella.
Así lo ha puesto de resalto este Tribunal Superior de Justicia al destacar que la finalidad que se intenta alcanzar mediante el artículo 35 del Convenio Multilateral, es la de impedir que las superposiciones del impuesto a las actividades lucrativas evitada con respecto a la ley provincial, se reproduzca por efecto de las ordenanzas municipales. Se procura vedar la posibilidad de que los Municipios lleguen a gravar el total de los  ingresos atribuidos a la jurisdicción provincial, de modo tal que la potestad tributaria de cada uno de ellos se agote en su ámbito y sólo puedan gravarse las actividades que se cumplan dentro de él (Sent. Nro. 20/1994 "Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Municipalidad de Córdoba - Plena Jurisdicción - Recurso Directo - Hoy Recurso de Casación").
La Comisión Redactora del Convenio manifestó en su Informe que "...Al estudiar este problema se llegó a la conclusión de que, sin alterar el derecho de imposición que corresponde constitucional y legalmente a las municipalidades, entra en el ámbito de las funciones de gobierno que motivan el convenio proyectado, impedir que las superposiciones del impuesto a las actividades lucrativas evitadas con respecto a la ley provincial se reproduzcan por efecto de las ordenanzas municipales, y que ese propósito se puede lograr estableciendo el principio de que el poder impositivo de las municipalidades no pueda alcanzar mayor materia imponible que el propio poder fiscal de la provincia..." (citado por REVILLA, Pablo J. M., "Sujeción de las Municipalidades a la normativa provincial y al derecho intrafederal (art. 35 del Convenio Multilateral). Exigencia de sustento territorial en la tasa", en BULIT GOÑI, Enrique G. (Director): Tasas Municipales, Ed. Lexis Nexis. 1era. Ed., Buenos Aires, 2007, pág. 398).
La Ordenanza Tributaria municipal sujetó la determinación de la base imponible de los contribuyentes que desarrollen sus actividades en más de una jurisdicción -en orden a la Contribución que incide sobre la Actividad Comercial, Industrial y de Servicios-, a las normas técnicas del Convenio Multilateral que regulan la distribución del total de los ingresos brutos, y si bien el Convenio Multilateral no prohíbe expresamente la aplicación de montos mínimos, la doctrina especializada entiende que, a priori, esa modalidad de tributación podría franquear el límite de ingresos distribuibles entre municipios.

11.4.- De lo expuesto surge nítidamente que la inaplicabilidad de montos mínimos estaría supeditada a que con ella se exceda el límite previsto en el artículo 35 del Convenio Multilateral, constituyendo una cuestión que debe ser alegada y probada, tal como señaló la Cámara (fs. 509).
La procedencia de la pretensión de la actora, imponía como conditio sine qua non, la fehaciente acreditación de la efectiva afectación de dicho límite, porque la prueba de los hechos invocados, resulta constitutiva del íter intelectivo que justifica la decisión judicial y la falta de una explicitación completa y suficiente de la premisa fáctica con sustento en la prueba producida, impide la correcta formulación del juicio de la subsunción legal.

Como señala la Cámara a quo, la contribuyente debía probar que "…el tributo municipal que aplica montos mínimos, sumado al de los restantes municipios provinciales, excede la base de ingresos brutos atribuibles a la Provincia de Córdoba..." (fs. 509).
Resultaba insoslayable la acreditación -a través de la correspondiente instancia probatoria- de los extremos fácticos alegados, ya que es éste el único modo judicial de justificar adecuadamente la aplicación de la cláusula normativa como pauta de resolución del caso, garantizando el cumplimiento de lo ordenado por el artículo 155 de la Constitución Provincial, cuando impone a los Jueces el deber de emitir sus decisiones con fundamentos lógicos y legales.

En este orden de ideas, cabe concluir que acierta el Tribunal a quo cuando señala que "...El supuesto exceso en que incurriría la Municipalidad debió ser acreditado. La ausencia de prueba al respecto deja intacta la presunción de legitimidad de los actos administrativos atacados en este juicio.

La prueba pericial producida en esta sede (fs. 426/428vta.), no ha demostrado que el municipio, al imponer un monto fijo, hubiera excedido los límites impuestos por la normativa aplicable para la percepción del tributo..." (fs. 509vta.).

En efecto, la falta de comprobación de los extremos que tornarían ilegítima la actuación fiscal, obsta la procedencia de la pretensión actuada en el subexamine.

11.5.- La conclusión propiciada resulta acorde con las directivas interpretativas emergentes de las Resoluciones de la Comisión Arbitral del Convenio Multilateral.
Si bien la Resolución General Número 106/2004 de fecha seis de septiembre de dos mil cuatro dictada por la Comisión Arbitral estableció en su artículo 8 que "…Cuando para la determinación de la base imponible del tributo, la Municipalidad considere a los ingresos brutos del contribuyente como elemento de medición, se presume que el establecimiento de montos mínimos vulnera las disposiciones del artículo 35  del Convenio Multilateral", tal presunción fue modificada por la Resolución General Número 12 del doce de diciembre de dos mil seis, en los siguientes términos "Cuando para la determinación de la base imponible del tributo, la Municipalidad considere los ingresos brutos del contribuyente como elemento de medición, se presumirá que la aplicación de montos mínimos no vulnera las disposiciones del Artículo 35 del Convenio Multilateral, salvo que el contribuyente pruebe lo contrario acreditando su real y completa situación frente al tributo con relación a todas las municipalidades de la provincia, incluyendo la discriminación de ingresos y gastos entre éstas, y la determinación del coeficiente intermunicipal en los casos que corresponda." (énfasis agregado).

Esta última Resolución General Número 112/2006 de la Comisión Arbitral fija el alcance del artículo 35 del Convenio Multilateral, en relación con los montos mínimos, sentando un criterio que se mantiene vigente conforme la Resolución General Número 1/20015 de la Comisión Arbitral Texto Ordenado de Resoluciones http://www.comarb.gov.ar/comarb/index.html, de modo que se exhibe correcto el proceder de la Cámara a quo, que lo ha tomado como pauta ratificatoria de la interpretación de las circunstancias fácticas examinadas en la cuestión traída a juicio.

En efecto, la presunción vigente a favor del Fisco, evidencia que el Convenio Multilateral no proscribe per se el establecimiento de montos mínimos, sino que a tenor de las resoluciones citadas y el cambio de criterio interpretativo, los contribuyentes deberán acreditar, en cada caso sometido a revisión de los Tribunales, la vulneración al límite fijado en el artículo 35 ib..
Es una actividad ineludible demostrar la incidencia de la metodología de montos mínimos aplicada por la Municipalidad demandada para la determinación tributaria, en la atribución de la base imponible total para la Provincia de Córdoba.

Tal exigencia normativa explicitada por la Juzgadora no pierde su entidad regulativa pese a los agravios esgrimidos por la contribuyente. Ésta se limitó a insistir en la obligatoriedad del Convenio Multilateral y de las resoluciones de la Comisión Arbitral, formulando una lectura parcializada de la sentencia, según la cual "...resulta ineludible que las cuestiones planteadas se resuelvan procurando la interpretación de los acuerdos existentes en forma dinámica; de modo que sus contenidos se escruten a la luz de los preceptos constitucionales actuales; teniendo presente el fin del sistema, esto es, que fueron engendrados como instrumentos de coordinación de los sistemas tributarios, y que los órganos de aplicación intentan con sus "interpretaciones" incorporar reglas de coexistencia y armonía en las relaciones entre las diversas jurisdicciones de gobierno y entre éstas y los contribuyentes..." (fs. 505 y vta.).

En definitiva, no es de recibo la censura esgrimida con sustento en que la sentencia dictada se funda en Resoluciones Generales de la Comisión Arbitral posteriores al acto fiscal y -en consecuencia- inaplicables al caso, ya que la Juzgadora rechazó la demanda incoada porque la actora no acreditó una real y concreta violación a los límites normativos impuestos por el Convenio Multilateral que conmoviera la legitimidad de los actos fiscales impugnados, considerando a dichas resoluciones solamente como meras pautas hermenéuticas que confirmaban su apreciación de los hechos de la causa.

11.6.- A tenor de lo expresado, tampoco son de recibo los agravios formulados con apoyo en que la sentencia recurrida omite toda referencia a la Resolución Número 27/2007 dictada por la Comisión Arbitral que hizo lugar a la acción planteada por Prima S.A. contra el acto municipal cuestionado en estos autos y, contradictoriamente, se funda en resoluciones generales dictadas por el mismo órgano.

Como se ha explicado, la sentencia recurrida se justifica en una exhaustiva consideración de los hechos de la causa y en una prolija evaluación de la prueba producida, remitiéndose a las resoluciones generales con un fin confirmatorio y no decisorio.

Por lo demás, lo dispuesto en la Resolución Número 27/2007 debe estimarse de acuerdo a los alcances que la Corte Suprema de Justicia de la Nación reconoce a las resoluciones emanadas de la Comisión Arbitral y de la Comisión Plenaria -sean éstas generales interpretativas o dictadas con motivo de los casos concretos sometidos a su consideración (arts. 24, incs. a) y b), 25 y 17, inc. e), del convenio citado)- al sostener que forman parte del derecho público local, de modo que  "…no obstante lo resuelto por los citados organismos, la actora deberá ventilar la cuestión ante los tribunales provinciales competentes, por las vías que las normas procesales respectivas dispongan, sin perjuicio de la intervención ulterior de esta Corte en el supuesto de suscitarse una cuestión federal durante su curso..." (cfr. fallo cit. "Frigorífico de Aves Soychu…"). 

En definitiva, la actora no puede reclamar la aplicación directa al sub examine de la Resolución 27/2007, por cuanto ello importaría el desconocimiento de las competencias constitucionales de los Jueces locales que deben entender sobre las cuestiones tributarias suscitadas en su jurisdicción, sin estar impelidos de manera insoslayable a resolver en términos idénticos a los fijados por la Comisión Arbitral.
La pretensión actora es contraria a la doctrina sentada por el Máximo Tribunal de Justicia de la Nación, conforme a la cual la creación de órganos administrativos "…no supone, como es lógico, la posibilidad de un otorgamiento incondicional de atribuciones jurisdiccionales (...) la actividad de tales órganos se encuentra sometida a limitaciones de
jerarquía constitucional (...) entre esas limitaciones preestablecidas figura, ante todo, la que obliga a que el pronunciamiento jurisdiccional emanado de órganos administrativos quede sujeto a control judicial suficiente (...) si las disposiciones que gobiernan el caso impiden a las partes tener acceso a una instancia judicial propiamente dicha, existe agravio constitucional originado en privación de justicia. En efecto, ésta se configura toda vez que un particular, no obstante hallarse protegido por la indicada garantía del art. 18, queda sin juez a quien reclamar la tutela de su derecho, sea que ello ocurra (...) en virtud de la derogación de las normas que creaban los tribunales competentes para entender en la causa (...) o bien -como acontece en la especie- a raíz de preceptos legales que lisa y llanamente excluyen la debida intervención judicial..." (Fallos 247:646 "Fernández Arias, Elena y otros c/ Poggio, José…", doctrina ratificada en Fallos 328:651 "Angel Estrada y Cía. …" del 05/04/2005 y en Fallos 333:935 "Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Intercorp S.R.L. …" del 15/06/2010).

11.7.- En mérito de todo lo expuesto, las alegaciones de la actora en torno a que el Convenio Multilateral y las resoluciones de la Comisión Arbitral vedan a las Municipalidades el establecimiento de montos mínimos, se agotan en consideraciones teóricas sin proporcionar pruebas concretas de que la metodología aplicada en la determinación efectuada por el Fisco municipal traída a revisión judicial, transgredió el límite del artículo 35 del Convenio Multilateral.

12.- En cuanto a las costas generadas en esta instancia, es justo y equitativo imponerlas por el orden causado, atento a que la accionante pudo creerse en mejores condiciones para impugnar en virtud de lo novedoso de la cuestión y la complejidad de la hermenéutica jurídica de las normas de armonización tributaria (artículo 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del artículo 13 de la ley 7182).

Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:
Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora (fs. 534/542vta.), en contra de la Sentencia Número Sesenta y seis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el diecinueve de junio de dos mil trece (fs. 483/518vta.).

II) Imponer las costas de esta instancia por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).

III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Gustavo A. Viramonte Otero -parte actora-, por la labor desarrollada en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:
Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, 
RESUELVE:

I) No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora                       (fs. 534/542vta.), en contra de la Sentencia Número Sesenta y seis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el diecinueve de junio de dos mil trece (fs. 483/518vta.).

II) Imponer las costas de esta instancia por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).

III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Gustavo A. Viramonte Otero -parte actora-, por la labor desarrollada en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
Protocolizar, dar copia y bajar.-
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